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DERECHO DE LOS INDÍGENAS A PERMANECER PRIVADOS DE LA 

LIBERTAD EN CENTROS DE ARMONIZACIÓN – Reglas.  

DERECHO AL TRABAJO - Obligación social y derecho fundamental. 

DERECHO AL TRABAJO PENITENCIARIO - Naturaleza y características.  

TRABAJO - Modalidades. 

TRABAJO INTRAMURAL y EXTRAMUROS – Diferencias. 

TRABAJO EXTRAMUROS – BENEFICIO ADMINISTRATIVO: Requisitos. 

TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES – Delito excluido de cualquier 

subrogado penal o beneficio judicial o administrativo. 

 

(…) la figura que se adecúa al caso sometido a examen, es el 

denominado TRABAJO EXTRAMURAL, (…) que hace parte de los 

denominados “BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS”  (…)  

(…) Si bien las modalidades de trabajo intra y extra murales tienen 

como característica común que con ambas se logra la redención 

de pena, en contraprestación por la labor desempeñada, también 

tienen notas esenciales distintivas, porque el TRABAJO INTRAMURAL 

es indiscutiblemente un derecho que le asiste a todos los 

condenados, sin distinción alguna, mientras que a falta de una 

reglamentación expresa que permita concebir el TRABAJO 

EXTRAMUROS como un instituto administrativo en sí mismo 

considerado, individualizado y con características exclusivas, con 

característica de derecho autónomo, ha de seguir siendo 

considerado como un BENEFICIO, al cual sólo pueden acceder 

algunos condenados que cumplen con ciertos requisitos, que 

deben estudiarse compaginando institutos benéficos similares 

como la l ibertad preparatoria y franquicia preparatoria, que sí 

cuentan con expresa reglamentación, artículos 148 y 149 de la Ley 

65 de 1993. 

 

Al haberse precisado que la condición jurídica en la que se 

encuentra el señor KJCM es la de condenado, y que la pena de 

prisión de 128 meses impuesta la encuentra purgando en 

condiciones INTRAMURALES y no domicil iarias, aun cuando se le 

haya autorizado en la sentencia el Traslado de recinto reclusorio a 

un Centro de Armonización y Sanación de la comunidad indígena 
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AWA a la que demostró pertenecer por ser originario, resulta 

incuestionable que la figura del permiso de TRABAJO EXTRAMURAL, 

cuyo beneficio se reclama en su favor, hace parte del tratamiento 

penitenciario e implica una reducción de cargas para los 

sentenciados que se beneficien con tal posibil idad, así como una 

disminución en el  tiempo de privación efectiva de su libertad.  

 

Empero, tal beneficio no resulta posible de ser concedido (…) 

porque, el delito por el cual ha sido condenado el señor KJCM (…) 

es de aquellos relacionados con el TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES Y 

OTRAS INFRACCIONES, el cual se encuentra incluido en el l istado 

del inciso 2º del artículo 68A del Código Penal, modificado por el 

artículo 32 de la Ley 1709 de 2014, condicionamiento objetivo que 

impide al sentenciado acceder a cualquier subrogado penal o 

beneficio judicial o administrativo, siendo esta una razón expresa y 

legal para negar la concesión del permiso para laborar al 

sentenciado, por fuera del Centro de Armonización Indígena en e l 

que actualmente descuenta pena.(…) 

_________________________________________________________  
 

Magistrado Ponente: Dr. Silvio Castrillón Paz 

 

San Juan de Pasto, veintidós (22) de marzo del dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO SOMETIDO A DECISIÓN 

 

Procedente del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Pasto, ha llegado el proceso penal seguido en contra del 

señor KJCM, quien ha sido condenado anticipadamente por virtud de 

preacuerdo como autor material del delito de TRÁFICO - FABRICACIÓN 

O PORTE DE ESTUPEFACIENTES . Corresponde a la Sala resolver el 

recurso de apelación interpuesto por su apoderada judicial, doctora 

GABY TORO MONCAYO, en contra del auto interlocutorio número 706 

proferido por el despacho judicial encargado de la ejecución de su 

sentencia el día 3 de septiembre de 2021, a través del cual se dispuso 

negar un permiso que se había extendido para trabajar por fuera de la 

órbita territorial del municipio de Santacruz de Guachavéz (Nariño), en 

el que se encuentra la sede del Centro de Armonización y Sanación “EL 
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SANDÉ” de la Comunidad AWA, donde purga la pena privativa de la 

l ibertad que le fue impuesta en el fallo de condena.  El caso fue asignado 

a esta Corporación el 16 de febrero de 2022.  

 

 ANTECEDENTES PROCESALES QUE INTERESAN A LA DECISIÓN: 

 

El asunto que se presenta a consideración de la Corporación tiene como 

antecedente fundamental  que el señor KJCM fue condenado 

anticipadamente con sentencia del 29 de octubre de 2020, por el 

Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pasto (Nariño) a 

la pena principal de 128 meses de prisión, al aceptar cargos de 

responsabilidad en preacuerdo con la Fiscalía como autor material del 

delito de TRÁFICO - FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACIENTES, 

por los hechos ocurridos en horas de la noche del 25 de marzo de 2019, 

cuando fue sorprendido por personal de la Policía  de la Subestación de 

Granada en la vía que del Corregimiento del Tablón Panamericano 

(Taminango – Nariño) conduce a El Peñol, movilizándose como 

conductor de un vehículo automotor de placa GSK-6811, marca KIA, en 

el que incautaron cinco (5) bolsas contentivas de sustancia 

estupefaciente a base de cocaína, con un peso de 9 kilos y 860 gramos, 

mimetizadas en los costados del baúl.  

 

Como novedad importante se tiene que en el punto TERCERO de la 

sentencia condenatoria se dispuso que la pena de prisión debía 

cumplirla el señor CM en el Resguardo Indígena Centro de Integración 

y Armonización “EL SANDÉ” de la Comunidad AWA, ubicado en 

comprensión del municipio de Santacruz (Nariño), quedando el 

condenado a disposición de la autoridad indígena, al haberse 

acreditado que el filiado es comunero perteneciente a dicha parcialidad.  
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Desde el día 23 de agosto de 2021 avocó la ejecución de la sentencia 

contra el señor CM el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad de Pasto, ante quien su apoderada de confianza, 

doctora GABY MARCELA TORO MONCAYO, extendió solicitud para que 

se le concediera a su prohijado un permiso para trabajar en el 

consultorio médico del Doctor OMAR LAUREANO IBARRA OBANDO, 

portador de la tarjeta profesional 52008004, con domicilio laboral en la 

IPS BIENESTAR SALUD SAS de la carrera 6 A # 6-9 del barrio del barrio 

Shumasher de la Municipalidad de Samaniego (Nariño), en donde el 

condenado KJ trabajaría en calidad de AUXILIAR DE ASISTENTE 

MÉDICO, para ejercitar labores de recepción de pacientes, anotaciones 

en historias clínicas, agendación de citas, inyectología, curaciones, 

servicios básicos de primeros auxilios y acompañamiento a asisten cia 

médica domiciliaria, cuando se requiera, cumpliendo un horario de 

trabajo de lunes a viernes de 8 de la mañana a 12 meridiano y de 2 a 6 

de la tarde, y lo días sábados en jornada continua de 7 de la mañana 

hasta las 5 de la tarde. Se indicó que el condenado pretendía demostrar 

a su familia que es una persona útil y perseverante y que puede salir 

adelante y darles todo el nivel económico que esté a su alcance. Se 

acompañó a la petición un documento suscrito por el doctor IBARRA 

OBANDO y dirigido a la Juez de la ejecución, indicando su deseo de 

vincular laboralmente al condenado y de contribuir con ello a su 

resocialización. 

 

Esta petición fue despachada negativamente con auto interlocutorio 

número 706 del 3 de septiembre de 2021, y mostró disconformidad la 

apoderada de la defensa, interponiendo recurso de apelación, cuyo 

trámite ha dado lugar al arribo del proceso a esta instancia judicial.  
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FUNDAMENTOS DE LAPRIMERA INSTANCIA PARA NEGAR EL 

PERMISO PARA TRABAJAR 

 

La Jueza encargada de la ejecución de la sentencia proferida en contra 

de KJCM adujo que en principio es indiscutible que los sentenciados 

tienen derecho al trabajo, como una forma de redimir la pena impuesta; 

empero debía tenerse en cuenta que en el presente asunto al 

condenado le fue otorgada su internación en el Centro de armonización 

de “EL SANDÉ”, el cual se localiza en el Municipio de Santacruz – 

Nariño, y no precisamente en el área urbana del Municipio de 

Samaniego donde se aspira realizar labores en un Centro Médico, si 

hubiera de autorizarse el permiso para trabajar, por lo que correspondía  

hacer un análisis particular para la decisión del caso.  

 

Inicialmente se dijo que “ los Centros de Armonización Indígenas  son espacios 

adecuados, administrados por sus autoridades indígenas, que cuenta con capacidad y 

condiciones idóneas, de acuerdo a su cultura, a f in de respetar el enfoque diferencial, 

en donde pueden cumplir la pena impuesta por una conducta penal. Si ell o es así, no 

podríamos señalar que la internación en un centro de armonización sea una prisión 

domicil iaria. Es un lugar de “cumplimiento de pena alterno” por aplicación del enfoque 

diferencial de la cosmovisión del condenado, para el caso, de la etnia del  Resguardo 

indígena de El Sandé ”. Se trajo a colación precedentes de la Corte 

Constitucional, que tratan de la aplicación del enfoque diferencial en 

materia carcelaria y penitenciaria a favor de un indígena, para 

garantizar la protección de su derecho fundamental a la identidad 

cultural, toda vez que ello “conduce efectivamente a proteger sus costumbres, 

tradiciones y diferentes cosmovisiones” e impide que éstas desaparezcan mediante la 

integración forzosa a las costumbres y tradiciones de la cultura mayori taria”. 
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También se recordó que en la sentencia T-515/16 la Corte Guardiana 

de la Constitución recomendó que la ley debía establecer formas de 

coordinación entre la Jurisdicción Especial Indígena y el sistema 

ordinario judicial para los eventos de que sujetos Indígenas condenados 

pudieran purgar penas en su territorio, pero que al día de hoy la ley de 

coordinación no ha sido proferida por el Congreso, razón por la cual, la 

jurisprudencia constitucional ha ido definiendo, caso a caso, un 

conjunto de subreglas aplicables al momento de definir los límites a la 

justicia indígena y los modos de coordinación entre el sistema 

mayoritario y el derecho propio de los pueblos indígenas.   

 

Se refirió que el objeto de la ubicación de un indígena en un Centro de 

armonización es garantizar la protección de su derecho fundamental a 

la identidad cultural, toda vez que “conduce efectivamente a proteger sus 

costumbres, tradiciones y diferentes cosmovisiones” e impide que éstas 

desaparezcan mediante la integración forzosa a las costumbres y 

tradiciones de la cultura mayoritaria; con todo, que e l cumplimiento de 

la pena irrogada por la jurisdicción ordinaria en el resguardo indígena 

no debe afectar la naturaleza ni la duración de la pena o medida 

impuesta; como que la ubicación del condenado en el Centro de 

Armonización de la comunidad indígena a la que pertenece, no es 

sinónimo de prisión domiciliaria, por ello e l INPEC debía realizar visitas 

a la casa de armonización para verificar que el indígena se encontrare 

efectivamente privado de la libertad y que, en caso de que este no se 

hallare en el lugar asignado, debía revocarse inmediatamente este 

beneficio.  

 

Al descender al estudio del presente caso, en el cual la pena impuesta 

al señor CM no habría de cumplirse al interior de un centro carcelario, 
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sino en el centro de Armonización de EL SANDÉ, ubicado en el 

Municipio de Santacruz (Nariño), se dijo que “el permit ir que el sentenciado 

se traslade para trabajar en un Municipio diferente al donde debe perma necer, en 

actividades que no son propias de su cultura, y si más bien en una comunidad con una 

cosmovisión diferente a la calidad de Indígena, o como indica la Corte “con costumbres 

y tradiciones de la cultura mayoritaria”, se traduce en un desconocimiento  absoluto de 

su cosmovisión y deja la estela que su ubicación en la casa de los comuneros, fue una 

habilidad para evitar el cumplimiento de la pena en un centro carcelario, pena que por 

cierto, es bastante alta, de 128 MESES DE PRISIÓN ”. 

 

También se indicó que el delito base de condena es de aquellos que no 

cuentan con subrogados penales, y que la normatividad es restrictiva 

para el otorgamiento de beneficios, siendo también que el legislador 

impuso penas bastante altas con fines de prevenc ión general, esto es, 

de desmotivar la incursión en estas afrentas penales.  

 

Se refirió en el fallo de primer grado que no cabe duda que quienes se 

encuentran al interior de un centro carcelario y los que lo hacen en la 

modalidad de prisión domiciliaria, al igual que los que deben cumplirla 

al interior de un Centro de Armonización, dentro de la esfera de su 

Resguardo Indígena y con vigilancia de los comuneros dispuestos para 

ello, “t ienen derecho a trabajar, PERO NO EN UNA CIUDAD QUE NADA TIENE QUE 

VER CON EL RESGUARDO Y EN EL QUE PREVALECE LA CULTURA MAYORITARIA, 

por cuanto ello desdibuja el Derecho que se le otorgó a proteger su cosmovisión ”.  

 

Se finaliza indicando que el  pedimento extendido en favor del 

condenado CM aparece más como una modalidad de evadir la condena 

impuesta, lo que per sé apareja una impunidad que tanto daño a hecho 

a este país que se ubica como Estado Social de Derecho. Igualmente 

se aduce que el Centro de Armonización no es una prisión domiciliaria , 

de las que prevé el art. 38 o 38G, figura en el que el sentenciado puede 
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decidir el lugar donde se domiciliaría y así realizar el seguimiento 

pertinente por parte del INPEC, a más de que para optar por dicha 

modalidad es necesario el cumplimiento de requisitos que el 

sentenciado no los cumple; que por el contrario, el Centro de 

Armonización es un lugar destinado por el Cabildo indígena para el 

cumplimiento de la pena bajo la vigilancia de la guardia indígen a, sin 

privilegios que desdibujen el aspecto diferencial que se reconoce a 

favor de dichas etnias.  

 

Se concluye que es obligación del INPEC adelantar las visitas para 

establecer que el sentenciado se encuentre al interior de la Casa de 

armonización “EL SANDÉ”, y que el Gobernador indígena debe prever 

que existan los suficientes comuneros para que las 24 horas custodien 

a los condenados, que cumplen las penas impuestas por el Juez 

ordinario, evitando su evasión y con protección a su cosmovisión. Para 

el caso, como al señor KJC le fue reconocida su calidad de indígena y 

por tanto debe estar recluido en la Casa de Armonización, no en una 

ciudad apartada, con una tradición mayoritaria que no es propia de su 

calidad de indígena, entonces su derecho a trabajar lo debe hacer en 

el entorno de su Resguardo Indígena, pues es allí donde debe purgar 

la pena, hasta tanto se haga beneficiario de una libertad temprana . Por 

virtud de lo anterior, no fue aprobada la modalidad de trabajo que se 

deprecó en su favor por la Defensora de confianza. 

 

ARGUMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 

 

La defensora GABY TORO MONCAYO refirió en su escrito sustentatorio 

de la alzada que el resguardo INDIGENA AWA EL SANDE pertenece al 

municipio de Santacruz de Guachavéz, pero el sector donde se 
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encuentra el resguardo es más cercano al municipio de Samaniego que 

al mismo municipio de Santacruz; que el único acceso que hay para 

llegar al resguardo es a través de la vía del municipio de Samaniego 

con una distancia de 20 minutos en carro desde la cabecera municipal; 

además la mayoría de comuneros son oriundos del municipio de 

Samaniego, aunque el territorio pertenezca al Municipio de Guachavéz. 

Es conocido en la región Nariñense que la distancia del Municipio de 

Santacruz de Guachavez al Municipio de Samaniego es de 25 de 

minutos en carro, fácilmente sus pobladores transitan por estos dos 

municipios sin ninguna dificultad de acceso vial. Además de ser dos 

municipios cercanos, son colindantes y sus pobladores manejan 

similares usos y costumbres, por lo que la defensa en esta oportunidad 

no comparte la posición del juzgado de ejecución de penas cuando 

indica que se trata de dos ciudades con cosmovisiones diferentes y -a 

su parecer- distantes.  

 

Afirma que si bien es cierto el señor KJC está cumpliendo una pena de 

prisión, ello lo está realizando desde el centro de armonización del 

resguardo indígena AWA EL SANDE, con todas las medidas de 

seguridad y de dignidad. En dicho sitio ha permanecido bajo el cuidado 

del gobernador indígena JUVENCIO ROSERO y el hecho de solicitar 

permiso para trabajar no desdibuja el hecho de que él deba seguir 

cumpliendo esta pena. Indica que las leyes 65 de 1993 y 1709 de 2014 

establecen que el trabajo es un derecho y una obligación social que 

busca resocializar a las personas privadas de la libertad, como en este 

caso ocurre, de suerte que la decisión impugnada desconoce estas 

normas que establecen claramente que “El trabajo en los establecimientos de 

reclusión es obligatorio para los condenados como medio terapéutico adecuado a lo s 

f ines de la resocialización. No tendrá carácter afl ict ivo ni podrá ser aplicado como 

sanción disciplinaria. Se organizará atendiendo las aptitudes y capacidades de los 
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internos, permit iéndoles dentro de lo posible escoger entre las diferentes opciones 

existentes en el centro de reclusión ”.  

 

Trae a referencia preceptos de la Corte Constitucional y de la Corte 

Interamericana en cuanto a unos mínimos en materia de política 

penitenciaria, que, al no ser cumplidos, representarían un 

incumplimiento de las obligaciones del estado de respetar y garantizar 

los derechos para la población indígena privada de libertad. Dice que 

se han identificado 11 criterios sintetizados en la sentencia de 27 de 

abril de 2012, en el Caso Pachecho Turuel y otros vs Honduras, 

totalmente aplicables al estado de cosas inconstitucional del sistema 

penitenciario colombiano, uno de los cuales establece que la educación, 

el trabajo y la recreación son funciones esenciales de los centros 

penitenciarios, las cuales deben ser brindadas a todas  las personas 

privadas de libertad con el fin de promover la rehabilitación y 

readaptación social de los internos.  

 

Aduce que el hecho de que un comunero de un resguardo indígena 

salga de su territorio a estudiar o trabajar no es indicativo de que por 

ese hecho ya pierda su identidad étnica y cultural, y que por ello se 

sabe cómo muchas personas indígenas pueden vivir en otras ciudades 

sin que ello implique que pierdan sus usos y costumbres. A partir de lo 

anterior dice que, en este caso específico, el condenado KJCM saldría 

a trabajar al municipio de Samaniego en el horario solicitado y de 

manera inmediata regresaría al cabildo, el cual se ubica a 

aproximadamente 20 minutos desde la cabecera municipal, situación 

que no implica que su cosmovisión se vea afectada, como erróneamente 

en la decisión que le niega el permiso para trabajar .  
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Finaliza indicando que los argumentos relativos a la gravedad de la 

conducta punible y a la pena impuesta no aplican, porque el Código 

Penitenciario consagra el derecho a trabajar a todas las personas 

condenadas, sin diferenciar los delitos por los cuales hayan sido 

condenados. Remata indicando que “Todos los delitos del código penal revisten 

de gravedad y más aún las personas con condenas altas necesitan redimir pena 

trabajando, situación que tampoco fue avizorada por parte del juez de ejecución de 

penas”. Pide que se revoque la decisión tomada y se proteja el derecho 

al trabajo que tiene el señor CM, autorizando el permiso solicitado. 

  

PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER 

 

¿Hay lugar a disponer el permiso para trabajar del Indígena Condenado  

KJCM ,  por fuera del eje territorial del CENTRO DE ARMONIZACIÓN Y 

SANACIÓN “EL SANDÉ”, en el que se encuentra recluido purgando la pena 

de 128 meses de prisión que le fuera impuesta como a utor de un delito 

vinculado con el tráfico de estupefacientes?  

 

CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

1.- Precisiones iniciales, sobre el derecho de los Indígenas a 

permanecer privados de la libertad en Centros de Armonización.  

 

Sea lo primero precisar que no es objeto de discusión el derecho que 

le asiste a un procesado o condenado Indígena a purgar las medidas 

cautelares y/o penas privativas de la libertad en Centros de 

Armonización de su parcialidad, éste constituye un derecho que no es 

de estirpe absoluto, porque está sometido a unas reglas o condiciones 
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fijadas por la Jurisprudencia, los que deben tanto verificarse 

precedentemente a su concesión, como durante todo el tiempo en el 

que se mantenga la situación de traslado de lugar de reclusión, dado 

que en la ejecución de la medida no solo están inmersos los derechos 

del condenado  a que se le preserve la identidad cultural y la dignidad 

humana de los indígenas, al igual que otros  derechos fundamentales 

que deben ser protegidos independientemente para su reinserción 

social, pero sin desconocer los de la sociedad a la retribución justa y 

prevención especial  positiva.  

 

De lo anterior devienen los deberes jurídicos impuestos (1)al Juez de 

verificar si la comunidad indígena cuenta con instalaciones idóneas 

para garantizar la privación de la libertad en condiciones dignas y con 

vigilancia de su seguridad, al igual de la posibilidad de que sus 

Comuneros Indígenas condenados puedan realizar en los Centros de 

Armonización las actividades de estudio, trabajo y//o enseñanza que les 

permita obtener redenciones o rebajas de pena y contribuir 

afirmativamente a su resocialización; porque en caso de falencia de 

infraestructuras idóneas para que se cumplan tales medidas, se deberá 

dar cumplimiento estricto al artículo 29 de la Ley 65 de 1993, que prevé 

el internamiento en centro de reclusión que cuente con pabellón para 

indígenas. (2)Al INPEC para que dentro de sus competencias 

constitucionales y legales realice visitas periódicas a la comunidad, 

para verificar que el indígena se encuentre efectivamente privado de la 

libertad, al punto que si el indígena beneficiario del traslado no se 

encuentre en el lugar asignado para su confinamiento, debe revocárse le 

inmediatamente este beneficio.  
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Lo cierto es que “La identidad cultural y la dignidad humana de los indígenas son 

derechos fundamentales que deben ser protegidos independientemente de que estén 

privados de la l ibertad y de que se aplique o no el fuero penal indígena”. Dígase lo 

que se diga, los indígenas gozan del derecho a conservar su cultura y 

la privación de su libertad no puede afectarla , por ello la Corte 

Constitucional Colombiana ha venido predicando que el derecho a la 

identidad cultural de las personas privadas de la libertad debe ser 

protegido,  “…lo cual deberá ser tenido en cuenta desde la propia imposición de la 

medida de aseguramiento y deberá extenderse también a la condena. En este sentido, 

la f igura constitucional del fuero indígena autor iza para que en unos casos una persona 

sea juzgada por la justicia ordinaria y en otros, por la indígena, pero en ningún 

momento permite que se desconozca la identidad cultural de una persona, quien 

independientemente del lugar de reclusión, debe poder con servar sus costumbres, 

pues de lo contrario, la resocialización occidental de los centros de reclusión operaría 

como un proceso de pérdida masiva de su cultura ”1. 

 

Viarias fuentes normativas sirven de sustento a los asertos anteriores, 

según se pasa a precisar:  

 

(1 )El artículo 3 de los “Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de 

las Personas Privadas de Libertad en las Américas”  de la Organización de 

Estados Americanos [adoptados por la Comisión durante e l 131º per íodo ordinar io 

de sesiones, celebrado del 3 al  14 de marzo de 2008 -OEA/Ser/L/V/ II .131 doc. 26 ], 

establece que “Cuando se impongan sanciones penales previstas por la 

legislación general a miembros de los pueblos indígenas, deberá darse 

preferencia a t ipos de sanción dist intos del encarcelamiento conforme a la 

justicia consuetudinaria y en consonancia con la legislación vigente”.  

 

(2 )El artículo 7 de la Constitución Polít ica reconoce la diversidad étnica y 

cultural de la Nación Colombiana.  

 

(3 )El artículo 70 de la Constitución Polít i ca reconoce la igualdad y dignidad 

de todas las culturas que viven en el país.  

                                                 
1 Corte Const itucional.  Sentencia T-921 de 2013. M.P. JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB.   
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(4 )el artículo 246 de la Constitución Política establece que las autoridades 

de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro 

de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y 

procedimientos siempre que no sean contrario s a la Constitución y las leyes 

de la República.  

 

(5 )El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre 

Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes , que el Estado 

Colombiano ratif icó a través de la Ley 21 de 1991, establece  en su artículo 

5 que “ los Estados deberán reconocer y proteger los valores y prácticas 

sociales, culturales, religiosas y espirituales propias de los pueblos 

indígenas y deberán tomar debidamente en consideración los problemas 

que se les plantean tanto co lectiva como individualmente ”. A su vez, el 

artículo 8.1 del Convenio 169 de la OIT establece que al aplicar la 

legislación nacional a los pueblos indígenas deberán tomarse debidamente 

en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario. También el 

artículo 8.2 del Convenio 169 de la OIT establece que dichos pueblos 

deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones 

propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos 

fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos 

humanos internacionalmente reconocidos.  

 

(6 )El artículo 5 de la Declaración de las Naciones Unidades sobre los 

derechos de los Pueblos Indígenas manif iesta que los pueblos indígenas 

t ienen derecho a conservar y reforzar sus prop ias instituciones polít icas, 

jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su 

derecho a part icipar plenamente, si lo desean, en la vida polít ica, 

económica, social y cultural del Estado. El artículo 20.1 de la mencionada 

Declaración consagra que las comunidades indígenas t ienen derecho a 

mantener y desarrollar sus sistemas o instituciones polít icas, económicas y 

sociales, a que se les asegure el disfrute de sus propios medios de 

subsistencia y desarrollo y a dedicarse l ibremente a todas  sus actividades 

económicas tradicionales y de otro tipo.  

 

El artículo 34 de la Declaración en mención consigna que los pueblos 

indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y mantener sus 

estructuras institucionales y sus propias costumbres, espiritua lidad, 
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tradiciones, procedimientos, prácticas y, cuando existan, costumbres o 

sistemas jurídicos, de conformidad con las normas internacionales de 

derechos humanos.  

 

(7 )El artículo 11 de la Ley 270 de 1996 , estatutaria de la administración de 

justicia, reconoce a la Jurisdicción Especial Indígena como parte integrante 

de La Rama Judicial en Colombia.  

 

(8 )La Corte Constitucional en sentencias T -380 de 1993, C-180 de 2005, 

entre otras, reconoció a los pueblos indígenas como sujetos colectivos de 

derechos. La misma Corporación Constitucional , en sentencias T-266 de 

1999, T-1026 de 2008 y C-882 de 2011, entre otras, reconoció el derecho 

de los pueblos indígenas a administrar justicia en su territorio como un 

derecho fundamental.  

   

(9 )La Ley 65 de 1993 en su artículo 29 [Código Peni tenciar io y Carcelar io ] 

establece que cuando el delito haya sido cometido por indígenas:  “la 

detención preventiva se l levará a cabo en establecimientos especiales o en 

instalaciones proporcionadas por el Estado”.   

 

(10 )Variados precedentes de la Corte Constitucional  Colombiana [Sentencias 

C - 394 de 1995, MP. Vladimiro Naranjo Mesa 2;  T-1026 de 2008, MP. Marco Gerardo 

Monroy Cabra 3;  T-669 de 2011, MP. Humberto Antonio Sierra Porto 4;   T-097 de 2012, 

                                                 
2 Señaló que los indígenas no debían ser  reclu idos en establecimientos penitenciarios corr ientes si  esto 

s igni f icaba un atentado contra sus valores cul turales y desconocía e l reconocimiento exig ido por la 
Const itución: “En cuanto a los indígenas debe señalar se que esta expresión no es genér ica,  es decir 
refer ida a quienes,  como es el  caso de un alto porcentaje de la población colombiana, tengan ancestros 
aborígenes,  s ino que se refiere exclusivamente a aquel los indiv iduos pertenecientes en la actual idad a 
núcleos indígenas autóctonos,  cuya cultural ,  t radic iones y costumbres deben ser  respetadas y 
garant izadas, en tanto no vulneren la Const i tución y ley. Es c laro que la reclusión de indígenas en 
establecimientos peni tenciar ios corr ientes, impl icar ía una amenaza  contra d ichos valores, que gozan 
de reconocimiento const i tucional;  de ahí  que se justi f ique su reclusión en establecimientos especia les”.  
3 Indicó que el  cumplimiento efect ivo de las decis iones adoptadas por las autoridades indígenas es 

un deber consti tuc ional  en el  proceso de consol idación de ta l jur isdicción.  Sin embargo,  teniendo 
en cuenta que el  e jerc ic io de la misma impl ica obl igaciones, e l juez const itucional debe determinar  
la forma de coordinación entre las autoridades, s i  e l las no lo han hecho aún . 
4 Consideró que si  las autor idades nacionales y las indígenas no han establecido unos mecanismos 

de cooperación en mater ia de ejecución de penas pr ivat ivas de la l iber tad, el  juez const itucional debe 
entrar  a f i jar  unas pautas al respecto;  s i tuación dist inta a cuando las par tes han l legado a un acuerdo 
en la mater ia, evento en cual  la jur isdicción consti tucional debe intervenir en caso de incumpl imiento.  
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MP. Maur ic io González Cuervo 5;  T-921 de 2013, MP. Jorge Ignacio Pretel t  Chal jub 6]  han 

establecido que en la privación de la l ibertad de los indígenas se debe 

respetar su identidad cultural, lo que obliga a  buscar alternativas que 

favorezcan el cumplimiento de estas medidas ordenadas p or un Juez, de 

modo que se respete y no se atente contra las costumbres y la conciencia 

colectiva de esta parte de la población.  

 

(11 )La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura emprendió, 

desde el año 2002, en el marco de los Planes Sect oriales de Desarrollo de 

la Rama Judicial y con el acompañamiento de las organizaciones y 

comunidades indígenas, un proceso de construcción de una polít ica de 

coordinación entre el Sistema Judicial Nacional y la Jurisdicción Especial 

Indígena con el fin de  fortalecer ésta última, así como consolidar el ejercicio 

de los sistemas jurídicos propios de los Pueblos Indígenas, teniendo como 

principio el carácter mult iétnico y pluricultural del Estado Colombiano. En 

desarrollo de sus competencias constitucionales y legales expidió los 

acuerdos No. PSAA12-9614 y PSAA13-9816, por los cuales “se establecen 

los medidas de coordinación inter -jurisdiccional y de interlocución entre los 

Pueblos Indígenas y el Sistema Judicial Nacional”.  

 

De acuerdo con lo anterior, debe admitirse sin ambages que la privación 

de la libertad de los indígenas en establecimientos penitenciarios y 

                                                 
5 Reconoció “ la necesidad de que en la ejecución de la condena, se opte por  soluciones que 

favorezcan el  cumplimiento de la orden del juez de un modo que respete y no atente contra las 
costumbres y la conciencia colect iva de los indígenas,  para lo cual  resulta imperioso armonizar  de 
manera efectiva los mandatos de la just ic ia y el  respeto por la d iversidad  cul tural” .  Por  otro lado, 
esta sentencia también destacó que cuando  las autoridades indígenas lo sol ic iten en razón de su 
part icular v is ión f rente a la pena y a su f inalidad,  ser ía importante establecer  mecanismos de 
coordinación e inter locución entre las  comunidades y las autor idades nacionales,  para que en el 
cumplimiento de la sanción,  se respete el  pr incip io de diversidad étn ica y cul tural :  “En mér i to de lo 
expuesto,  se considera que en los casos en los que se ha resuel to e l  conf l icto de competencia en tre 
la jur isdicción ordinar ia y la jur isdicción indígena a favor  de la pr imera y, por  ende, la decisión sobre 
el  cumpl imiento de la pena competa a las autor idades judic ia les y a l  INPEC, s iempre que así  las 
autor idades indígenas lo sol ic i ten en razón de su part icular  v is ión frente a la pena y a su f inal idad, 
ser ía importante establecer mecanismos de coordinación e inter locución entre las comunidades y las 
autor idades nacionales,  para que en el  cumpl imiento de la sanción,  se respete e l  pr incip io de 
diversidad étn ica y cul tural .   Como lo ha dicho en otras ocasiones la Corte,  en una sociedad 
plural is ta,  como la que proclama nuestra Carta Pol ít ica,  n inguna vis ión del mundo debe pr imar n i 
imponerse.  Al  aceptar  la diversidad de cul turas y los di ferentes s istemas no rmat ivos que existen en 
nuestro país,  la Consti tución reconoce el  p lural ismo legal  y exige una art iculación de éstos ú lt imos 
de manera que se promueva el  consenso intercultural”.   
6 En todo proceso penal debe tenerse en cuenta la condición de indígena en e l momento de determinar 
e l  lugar  y las condic iones especiales de privación de su l iber tad,  independientemente de que no se 
apl ique el fuero penal indígena, pues s i  ésta no se t iene en cuenta, se afecta su derecho a la ident idad 
cul tural y su dignidad human a. 
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carcelarios estatales debería ser excepcional, porque la simple y 

dramática situación de hacinamiento del sistema carcelario Colombiano 

constituye un factor determinante del lamentable proceso de pérdida 

masiva de la cultura e identidad de estos grupos étnicos minoritarios. 

Sociológicamente se ha establecido que “el castigo es un agente cultural que 

transforma la identidad del individuo, mediante méto dos de clasificación, restricción y 

autorización, estandarizando su conducta de acuerdo a patrones generales 7,  lo cual 

afecta de manera directa la cultura del indígena, independientemente de los esfuerzos 

realizados por el INPEC para evitar este proceso. D e esta manera, la simple privación 

de la l ibertad de un indígena en un establecimiento ordinario puede l legar a transformar 

completamente su identidad cultural y étnica, lo cual se presenta tanto si el indígena 

es juzgado por la jurisdicción ordinaria, com o también si es procesado por la 

jurisdicción indígena y luego es recluido en un establecimiento común ”.  (Ver 

sentencia T-097 de 2012, MP. Mauricio González Cuervo )8  

 

Ante la clara omisión legislativa de afrontar y resolver éste problema, 

es la jurisprudencia de la Corte Constitucional  la que ha venido llenando 

esos vacíos, reconociendo (1)que los indígenas pueden ser recluidos 

excepcionalmente en establecimientos ordinarios , (2)cuando así lo 

determinen las comunidades a las cuales pertenecen, en  virtud de la 

colaboración armónica de la jurisdicción ordinar ia con la jurisdicción 

indígena, (3)teniendo  en cuenta que muchos resguardos no cuentan con 

la infraestructura necesaria para vigilar  el cumplimiento de penas 

                                                 
7 GARLAND, David:  “Cast igo y sociedad moderna” ,  Sig lo XXI edi tores,  Madr id, 2006, págs. 310 y 
ss. 
8 “Los indígenas no debían ser recluidos en establecimientos penitenciar ios corr ientes s i esto 
signi f icaba un atentado contra sus valores cul turales y desc onocía e l  reconocimiento exig ido por la 
Const itución”  y  en este sent ido recordó lo señalado en la Sentencia C -394 de 1995 8:  “En cuanto a 
los indígenas debe señalarse que esta expresión no es genér ica,  es decir  refer ida a quienes,  como 
es el caso de un al to  porcentaje de la población colombiana, tengan ancestros aborígenes,  s ino que 
se ref iere exclusivamente a aquel los individuos per tenecientes en la actual idad a núcleos indígenas 
autóctonos, cuya cul tural ,  tradic iones y costumbres deben ser  respetadas y gar ant izadas, en tanto 
no vulneren la Const i tución y la ley.  Es c laro que la reclusión de indígenas en establecimientos 
peni tenciar ios corr ientes, impl icar ía una amenaza contra d ichos valores,  que gozan de 
reconocimiento consti tucional ;  de ahí  que se just i f iq ue su reclusión en establecimientos especia les” . 
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privativas de la libertad en su territorio9. Se resalta que (4)esta situación 

es aplicable, siempre y cuando sean las propias autoridades indígenas 

las que determinen que el cumplimiento de la pena se hará en 

establecimientos ordinarios, tal como se afirmó en las Sentencias T-239 

de 200210, T-1294 de 200511 y T-1026 de 200812. A su vez, esta misma 

colaboración armónica posibilita que la jurisdicción indígena apoye a la 

jurisdicción ordinaria, admitiendo que los indígenas privados de la 

libertad cumplan su detención o pena al interior del resguardo, lo cual 

–por supuesto- evita los terribles efectos culturales de recluir a un 

indígena en un establecimiento ordinario . 

 

Las siguientes son las reglas constitucionales fijadas por la Corte del 

ramo en la sentencia T-921 de 2013, para posibilitar que un Indígena 

privado de la libertad en la Justicia Ordinaria pueda ser trasladado a su 

territorio, para el cumplimiento de la medida cautelar o de la total 

condena, o una parte de ella: 

 

(1 )Siempre que el investigado en un proceso tramitado por la 

jurisdicción ordinaria sea indígena , se comunicará a la máxima 

autoridad de su comunidad o a su representante.  

 

(2 )De considerarse que puede proceder la medida de aseguramiento 

consistente en detención preventiva el juez de control de garantías  

[para procesos t ramitados en vigencia de la Ley 906 de 2004 ]  o el Fiscal que 

tramite el caso [para procesos en v igencia de la Ley 600 de 2000 ]  deberá 

consultar a la máxima autoridad de su comunidad para determinar si 

el mismo se compromete a que se cumpla la detención preventiva 

dentro de su territorio.  Para dicho trámite se requiere la petición o 

                                                 
9 Sentencias de la Corte Const i tucional T -239 de 2002, M.P. Alf redo Belt rán Sierra;  T-1294 de 2005, 
M.P. Clara Inés Vargas Hernández;  T -549 de 2007, M.P. Jaime Araújo Rentería; T-1026 de 2008, 
M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra; T-097 de 2012, M.P. Maur icio González Cuervo.  
10 M.P. Alf redo Bel trán Sierra.  
11 M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
12 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra  
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intervención activa del Cabildo, porque éste acto es rogado, sin que 

haya lugar a imponerles oficiosa o unilateralmente una carga de estas 

dimensiones por parte de la judicatura.  En ese caso, el Juez deberá 

verif icar si la comunidad cuenta con instalaciones idóneas para 

garantizar la privación de la l ibertad en condiciones dignas y con 

vigilancia de su seguridad . Adicionalmente, dentro de sus 

competencias constitucionales y legales el INPEC deberá realizar 

visitas a la comunidad para verif icar que el indígena se encuentre 

efectivamente privado de la l ibe rtad. En caso de que el indígena no 

se encuentre en el lugar asignado deberá revocarse inmediatamente 

este beneficio. A falta de infraestructura en el resguardo para cumplir 

la medida se deberá dar cumplimiento estricto al artículo 29 de la Ley 

65 de 1993.  

 

(3 )Una vez emitida la sentencia se consultará a la máxima autoridad 

de la comunidad indígena si el condenado puede cumplir la pena en 

su territorio. En ese caso, el juez deberá verif icar si la comunidad 

cuenta con instalaciones idóneas para garantizar l a privación de la 

l ibertad en condiciones dignas y con vigilancia de su seguridad , así 

como que dentro de ella se puedan realizar las tareas propias para la 

reinserción del condenado, que se encuentran vinculadas con el 

trabajo, estudio o enseñanza . Adicionalmente, dentro de sus 

competencias constitucionales y legales el INPEC deberá realizar 

visitas a la comunidad para verif icar que el indígena se encuentre 

efectivamente privado de la l ibertad. En caso de que el indígena no 

se encuentre en el lugar asignado deberá revocarse inmediatamente 

esta medida.  A falta de infraestructura en el resguardo para cumplir 

la pena se deberá dar cumplimiento estricto al artículo 29 de la Ley 

65 de 1993.  

 

Sobre la naturaleza jurídica de la medida de traslado de sujetos 

indígenas privados de la libertad a Centros de Armonización propios de 

su comunidad, debe indicarse que NO SE CONSTITUYE EN UNA 

MEDIDA SUSTITUTIVA DE LA PRISIÓN INTRAMUROS, en la que el 

condenado sea “su propio carcelero”, porque ninguna norma del 
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sistema normativo penal o precedente superior así lo ha establecido; 

estos son Centros Carcelarios tradicionales, que cuentan con la 

seguridad de su “Guardia Indígena Propia”, en el que el penado se 

somete a estricta restricción privativa de su libertad dentro de unos 

reglamentos, solo que hay un sistema de “CÁRCEL ABIERTA”, 

desprovista de los tradicionales “muros altos y barrotes lacrados” que 

son comunes en los Centros Penitenciarios y Carcelarios oficiales, 

administrados por el INPEC. Esta metodología de “Cárcel  Abierta” le 

permite a los penados realizar -con controles personales menos 

estrictos- labores agrícolas, piscícolas, de ganadería y cría de especias 

menores, necesarias para que auto-gestionen alimentos para ellos y su 

comunidad, al igual que acudan a las “mingas de trabajo”, reuniones de 

culto y a los Cabildos o Asambleas Organizativas de su Comunidad. 

Todo lo anterior torna condiciones necesarias para el ejercicio de otro 

derecho, como es el de mantener un contacto más cercano con los 

miembros de su familia. 

  

2.- Análisis del caso sometido a examen.  

 

En el presente caso el problema jurídico que debe resolver la Sala  se 

centra en si hay lugar a viabilizar un permiso para laborar al condenado 

Indígena KJCM, por fuera del perímetro  territorial del CENTRO DE 

ARMONIZACIÓN Y SANACIÓN “EL SANDÉ”, de la comunidad AWA, que 

tiene su asiento en el municipio de Santacruz de Guachavéz (Nariño), 

en el que se encuentra recluido purgando la pena de 128 meses de 

prisión que le fuera impuesta como autor de un delito vinculado con el 

TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES. Dicho permiso de trabajo busca que 

se le autorice ejercer labores remunerativas en un centro asistencial 
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médico ubicado en el municipio de Samaniego (Nariño), entre los días 

lunes a sábado, en horarios diurnos. 

 

Al respecto debe indicarse que el derecho al trabajo tiene su 

reconocimiento desde el artículo 1° de la Carta Política, con desarrollo 

legal estatutario conforme a los artículos superiores 25 y 53, porque en 

un Estado Social y Democrático de Derecho, además de ser una 

obligación social se estatuye en un derecho fundamental.  

 

El derecho al trabajo penitenciario ha sido analizado por la Corte 

Constitucional en diversas sentencias y reconocido como una garantía 

fundamental con desarrollo legal estatutario [En concordancia con las 

sentencias T-009 de 1993, T-718 de 1999 y T-429 de 2010]. En este sentido y en 

relación de la naturaleza y las características de esta modalidad de 

trabajo, la Corte manifestó que el derecho al trabajo penitenciario: ¨es 

un medio indispensable para alcanzar el f in resocializador de la pena, y hace parte 

integrante del núcleo esencial del derecho a la libertad (CP art. 28), pues t iene la virtud 

de aminorar el t iempo de duración de la pena a través de su rebaja o redención”  [ 

Concordante con las sentencias T -601 de 1992,  T-009 de 1993 y  T-1077 de 2005]. 

Además, conforme a la Sentencia T-121 de 1993 dicho trabajo 

efectuado por los internos de establecimientos penitenciarios y 

carcelarios tiene las siguientes finalidades: es (1)un instrumento 

resocializador dado que permite que el condenado “pueda rehabil itarse por 

medio del ejercicio de una actividad económicamente productiva”,  (2) un mecanismo 

tendiente a lograr la paz pues “sirve para impedir que el infractor de la ley pueda 

incurrir en nuevos hechos punibles”  y, finalmente, (3)puede ser una 

oportunidad para que los internos alcancen la libertad a  través de la 

redención de pena. 
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Aquí debe destacarse que en el Código Penitenciario y Carcelario 

vigente ([Ley 65 de 1993 y sus normas complementarias] , al cual se encuentra 

incontrastablemente sometido el señor KJCM, al haber sido condenado 

por un Juez Penal del Circuito Especializado de Pasto por un delito de 

narcotráfico, funcionario que pertenece al sistema de justicia ordinaria, 

se regulan dos modalidades de trabajo, las cuales son disímiles e 

inconfundibles, según lo establecen los artículos 79 y 146, con el 

siguiente tenor literal:  

 

“ARTÍCULO 79. TRABAJO PENITENCIARIO.  <Artículo modif icado por el 

artículo 55 de la Ley 1709 de 2014:> El trabajo es un derecho y una 

obligación social y goza en todas sus modalidades de la protección especial 

del Estado. Todas las personas privadas de la l ibertad t ienen derecho al 

trabajo en condiciones dignas y justas. En los establecimientos de reclusión 

es un medio terapéutico adecuado a los f ines de la resocialización. Los 

procesados tendrán derecho a trabajar y a desarrollar actividades 

productivas. No tendrá carácter afl ict ivo n i podrá ser aplicado como sanción 

disciplinaria. Se organizará atendiendo las aptitudes y capacidades de los 

internos, permit iéndoles dentro de lo posible escoger entre las diferentes 

opciones existentes en el centro de reclusión. Debe estar previamente 

reglamentado por la Dirección General del Instituto Nacional Penitenciario 

y Carcelario (INPEC). Sus productos serán comercializados.  

Las actividades laborales desarrolladas por las personas privadas de la 

l ibertad estarán íntimamente coordinadas con las pol ít icas que el Ministerio 

del Trabajo adoptará sobre la materia, las cuales fomentarán la 

part icipación y cooperación de la sociedad civil y de la empresa privada, a 

través de convenios, tanto dentro como fuera de los establecimientos.  

Se dispondrán programas de trabajo y actividades productivas tan 

suficientes como se pueda para cubrir a todas las personas privadas de la 

l ibertad que deseen realizarlos. Dichos programas estarán orientados a que 

la persona privada de la l ibertad tenga herramientas suficiente s para 

aprovechar las oportunidades después de salir de la prisión. Se buscará, 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014_pr001.html#55


KJCM 
                                                                                                     Radicado 2019-00452 

Tráfico estupefaciente 

23 

 

hasta donde sea posible, que las personas privadas de la l ibertad puedan 

escoger el t ipo de trabajo que deseen realizar.  

Se dispondrán programas de trabajo y actividades produc tivas que atiendan 

la perspectiva de enfoque diferencial y necesidades específ icas para la 

población en condición de discapacidad privadas de la l ibertad, 

promoviendo la generación e implementación de ajustes razonables como 

la eliminación de las barreras físicas y actitudinales.  

PARÁGRAFO.  El Ministerio del Trabajo expedirá, durante el año siguiente 

a la vigencia de la presente ley, la reglamentación sobre las especiales 

condiciones de trabajo de las personas privadas de la l ibertad, su régimen 

de remuneración, las condiciones de seguridad industrial y salud 

ocupacional y las demás que t iendan a la garantía de sus derechos.  

ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS.  <Artículo modif icado 

por el artículo  24 de la Ley 2098 de 2021> Los permisos hasta de setenta y 

dos horas, la l ibertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros  y 

penitenciaria abierta harán par te del tratamiento penitenciario en sus 

dist intas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.  

Los beneficios que impliquen permanencia fuera del establecimiento de 

reclusión no serán aplicables en casos de personas condenadas a prisión 

perpetua. 

 

De acuerdo con lo transcrito, es claro que no puede confundirse la 

figura del denominado “TRABAJO INTRAMURAL” , entendido como ese 

derecho-deber que le asiste a todos los reclusos, como quiera que el 

trabajo es una obligación social y en todas sus modalidade s goza de la 

protección especial del Estado, con la posibilidad de laborar por fuera 

del centro reclusorio o también denominado “TRABAJO 

EXTRAMUROS”.  

 

La primera constituye la facultad que le asiste a todo penado para 

laborar al interior del Centro Penitenciario o Carcelario en el que se 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2098_2021.html#24
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encuentre purgando la pena privativa de la libertad , la cual debe ser 

garantizada en condiciones justas y dignas, y cuenta con expresa 

consagración legal en el canon 79 de la Ley 65 de 1993, Código 

Penitenciario y Carcelar io, logrando con el descuento efectivo de la 

pena impuesta mediante la redención de la sanción. Tratándose 

entonces de las personas privadas de la libertad el derecho al trabajo 

debe ser garantizado en condiciones justas y dignas, pues a la par 

sirven como mecanismo terapéutico de resocialización del individuo, 

cumpliendo de esta manera con otro de los fines que se persiguen con 

la imposición de la medida punitiva.  

 

Por su parte, la figura que se adecúa al caso sometido a examen, es el 

denominado TRABAJO EXTRAMURAL, previsto en el canon 146 citado, 

pero que hace parte de los denominados  “BENEFICIOS 

ADMINISTRATIVOS” , al igual que los permisos hasta de setenta y dos 

(72) horas, la libertad y franquicias preparatorias, como la penitenciaria 

abierta. Estos beneficios hacen parte del tratamiento penitenciario en 

sus diversas fases, de acuerdo con la reglamentación existente. 

 

Si bien las modalidades de trabajo intra y extra murales tienen como 

característica común que con ambas se logra la redención de pena, en 

contraprestación por la labor desempeñada, también tienen notas 

esenciales distintivas, porque el TRABAJO INTRAMURAL es 

indiscutiblemente un derecho que le asiste a todos los condenados, sin 

distinción alguna, mientras que a falta de una reglamentación expresa 

que permita concebir el TRABAJO EXTRAMUROS como un instituto 

administrativo en sí mismo considerado, individualizado y con 

características exclusivas, con característica de derecho autónomo, ha 

de seguir siendo considerado como un BENEFICIO, al cual sólo pueden 
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acceder algunos condenados que cumplen con ciertos requisitos , que 

deben estudiarse compaginando institutos benéficos similares como la 

libertad preparatoria y franquicia preparatoria, que sí cuentan con 

expresa reglamentación, artículos 148 y 149 de la Ley 65 de 1993. 

 

Al haberse precisado que la condición jurídica en la que se encuentra 

el señor KJCM es la de condenado, y que la pena de prisión de 128 

meses impuesta la encuentra purgando en condiciones 

INTRAMURALES y no domiciliarias, aun cuando se le haya autorizado 

en la sentencia el Traslado de recinto reclusorio a un Centro de 

Armonización y Sanación de la comunidad indígena AWA a la que 

demostró pertenecer por ser originario, resulta  incuestionable que la 

figura del permiso de TRABAJO EXTRAMURAL, cuyo beneficio se 

reclama en su favor, hace parte del tratamiento penitenciario e implica 

una reducción de cargas para los sentenciados que se beneficien con 

tal posibilidad, así como una disminución en el tiempo de privación 

efectiva de su libertad.  

 

Empero, tal beneficio no resulta posible de ser concedido en el caso 

que concita la atención de la Sala, porque, al margen de cualquier 

consideración criminológica que se pretenda aducir, el delito por el cual 

ha sido condenado el señor KJCM en sentencia que ha cobrado fuerza 

de Cosa Juzgada, es de aquellos relacionados con el TRÁFICO DE 

ESTUPEFACIENTES Y OTRAS INFRACCIONES, el cual se encuentra 

incluido en el listado del inciso 2º del artículo 68A del Código Penal , 

modificado por el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014, condicionamiento 

objetivo que impide al sentenciado acceder a cualquier subrogado penal 

o beneficio judicial o administrativo, siendo esta una razón expresa y 

legal para negar la concesión del permiso para laborar al sentenciado , 
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por fuera del Centro de Armonización Indígena en el que actualmente 

descuenta pena. 

 

La claridad de la norma prohibitiva impide a la Colegiatura pronunciarse 

de manera diferente a la confirmación del auto venido en alzada, que 

negó el permiso de trabajo extramural, deprecado en favor del 

condenado CM. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Penal del Tribunal Superior de 

Distrito Judicial de San Juan de Pasto - Nariño, en Sala de decisión 

penal, 

 

R E S U E L V E 

PRIMERO.- CONFIRMAR el auto interlocutorio número 706, proferido 

el 3 de septiembre de 2021 por el Juzgado Segundo de Ejecución de 

Penas y medidas de Seguridad de Pasto, a través del cual  se dispuso 

negar un permiso de trabajo extramural al condenado KJCM.  

 

SEGUNDO.- Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
 
 

SILVIO CASTRILLÓN PAZ 
Magistrado 
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FRANCO SOLARTE PORTILLA 
Magistrado 

 
 
 
 

  
 

  
 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

EL SECRETARIO DE LA SALA PENAL, EN USO DE SUS 
FACULTADES LEGALES,  
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HACE CONSTAR 

 
Que teniendo en cuenta las medidas establecidas en los Acuerdos  No. 
PCSJA21-11709   del   8   de   enero   de   2021   del   Consejo   Superior   
de   la Judicatura,  y  CSCSJNAA21-0001  del  12  de  enero  de  2021  
del  Consejo Seccional de la Judicatura de Nariño, respecto de la 
pandemia generada por el virus COVID 19 y aquellas propias emanadas 
de la Presidencia de la Sala Penal, en manera virtual se deja constancia 
del registro de proyecto presentado dentro de l asunto penal de la 
referencia. 
 
Pasto, 10 de marzo del 2022  

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ACTA DE SALA No 0074 
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El 22 de marzo del 2022, los Honorables Magistrados SILVIO 
CASTRILLÓN PAZ, FRANCO SOLARTE PORTILLA y HÉCTOR 
ROVEIRO AGREDO LEÓN integrantes de la Sala de Decisión Penal que 
preside el primero y en atención a las medidas establecidas en los 
Acuerdos  No. PCSJA21-11709   del   8   de   enero   de   2021   del   
Consejo   Superior   de   la Judicatura,  y  CSCSJNAA21 -0001  del  12  
de  enero  de  2021  del  Consejo Seccional de la Judicatura de Nariño, 
como consecuencia de la pandemia generada por el virus COVID 19, de 
manera virtual estudiaron y aprobaron el asunto penal de la referencia. 
 

 

SILVIO CASTRILLÓN PAZ  

Magistrado  

 
 
 

 

 

 


